Carátula 


COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL 


(Sesión celebrada el día 5 de agosto de 2019). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 14:06) 
Buenas tardes. 


En esta oportunidad tenemos el agrado de recibir a un grupo de militares destituidos por la 
dictadura. Sabemos que ya tienen cierto camino recorrido; se han presentado en la Institución Nacional 
de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. 


Lo que reclaman es la reparación —que entienden justa—- en cada una de sus casos. La 
semana pasada se comunicaron conmigo y les sugerí que comparecieran a la Comisión de Defensa 
Nacional para expresar su parecer. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Soy el capitán Enrique Martínez y actualmente estoy en situación de reforma, por 
diversos hechos que pasaré a relatar. 


Tuve la suerte de desarrollar una carrera brillante en el Arma de Infantería —incluso hice 
el curso para mayor-— y seguí ejerciendo hasta que, un día, en una represión de contrabando —de las 
muchas que hice—, en la frontera de Artigas, en el Sector Uno, cuando voy a relevar al personal, un 
superior se excedió y destrató a una tropa que estaba pronta para hacer uso de su licencia, al decir «A 
estos milicos patoteros no los quiero ver por la calle Lecueder». Como sabrán, Lecueder es la calle 
principal de la ciudad de Artigas. Fue allí cuando le llamé la atención y solicité que me citara en su 
despacho para recibir los descargos pertinentes. Me dijo que lo que había dicho y se fue con su chofer. 
Entonces, esa misma tarde hice el informe correspondiente a mi superior en la ciudad de Paysandú. 
Acto seguido, me fui a Paysandú con la tropa en un convoy e hicimos uso de la licencia 
correspondiente. Unos días más tarde, me citaron para presentarme en la unidad y me pasaron a 
alojamiento. Yo no sabía qué estaba pasando, pero la justicia militar me acusó de dos delitos. Parece 
que el excedido había sido yo. Lo que sucedió fue que me llamó el juez militar —que ya me conocía— y 
me confesó que había sido así porque no quería que anduvieran en patota molestando a las damas, 
etcétera. En definitiva, el juez me felicitó. No obstante, cumplí ciento ochenta y seis días de arresto en 
un alojamiento del Batallón de Infantería n.* 1, a modo de castigo que, en realidad, el juez no había 
dictado. Después de ese tiempo me modificaron las calificaciones y me pasaron a retiro y, entonces, 
me dediqué a otra actividad en mi establecimiento arrocero. Luego de haber terminado de pagar al 
banco el financiamiento de cultivo para el área que plantaba, que era de 250 hectáreas — 
concretamente hacía 28 días que había satisfecho la cuenta con el banco— me convocó un tribunal de 
honor aduciendo que yo había desviado fondos del crédito. No solo yo ya lo había pago, se trataba del 
equivalente a USD 250.000 a sola firma, quera era como yo operaba, sino que además los fondos 
apenas daban para satisfacer las necesidades del cultivo. El hecho fue que me modificaron las 
calificaciones, que ya estaban firmes, me pasaron a reforma y, además, me inhabilitaron para trabajar 
con el Banco República. Dejé de ser militar, dejé de ser productor y quedé a la marchanta. El pase a 
reforma lo hicieron violando todas las normas, porque no existe ninguna norma genérica que 
establezca que si el reformado ya está cobrando su retiro, el aguinaldo, pueda ser modificada, es decir, 
que tenga un muy magro sueldo acaecido por la reforma, de $ 10.000 o $ 12.000, que es lo que cobro 
todos los meses. El hecho es que, además, mancillaron mi honor. 


Después, fue lo del viaje a la República Argentina, a la automotora Orletti a buscar presos 
políticos. Uno de los militares llevó mis documentos y figuraba como Enrique Martínez. Traté de aclarar 
que me habían denostado desde todos los aspectos, me citó el juez Salazar como indagado, 
acompañado por el abogado, y determinó que yo no había sido. 


Me he visto como la tijereta, al final, mi vida ha sido un tormento, perdí una familia cuando el 
tribunal de honor puso un cabo en la puerta de mi casa, afuera en la vereda. Mi señora a los pocos 
meses abandonó la casa y se fue con los hijos chicos a la casa de sus padres y yo cuando venía de la 


chacra iba a mi casa de toda la vida. El hecho fue que, ante todas las denuncias que hice en empresas 
locales y diarios, se descubrió que era Carlos Martínez, el oficial de caballería, el que torturaba allá. 
Entonces, algunos sobrevivientes del segundo vuelo —desde que se tiene noticias que hubo 
sobrevivientes— dijeron: «no, no era este» —refiriéndose a una foto que había salido en el diario— «era 
un hombre morocho, peludo, el que nos torturaba, hacía vuelos y traía los presos de allá». 


Al final, aclaré todo, pero intento por todos los medios que el Ministerio de Defensa Nacional 
me reconozca los derechos correspondientes a través de las dos leyes. Una primera apertura que hizo 
el poder político, fueron las pautas del 22 de abril de 1991. Por otro lado, está la Ley n.” 16440, que 
ampara a la tropa y homologa las pautas con los derechos correspondientes a los oficiales. Asimismo, 
la Ley n.” 17949 otorga derechos en casos de persecución política, tanto para oficiales como para la 
tropa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a pedir a nuestros invitados que no relaten casos concretos, sino que 
expliquen las pautas generales, ya que contamos con documentos que contienen toda la información. 


SEÑOR RAMÍREZ.- En primer lugar, quiero decir que trabajé en el Cuerpo de Ingenieros en Máquinas 
y Electricidad de la Armada. 


Hice un resumen de lo que quiero exponer en esta comisión y, además, traje unas veinte 
fotocopias de documentos en los que consta lo dicho por testigos que se presentaron ante el Ministerio 
de Defensa Nacional. Lo que voy a relatar tiene que ver con la situación que viví cuando me dieron de 
baja. En esas circunstancias, la Dirección Nacional de Bomberos hizo un informe sobre la inspección 
realizada en mi casa. En aquel momento vivía en una pequeña pieza de un metro veinte de ancho por 
un metro cincuenta de largo, mientras me estaba recuperando de una afección al pulmón. 


Me dieron la baja después de haber estado expectorando sangre cuando trabajaba en 
reparaciones en el dique de la Armada. Un domingo, estábamos jugando un partido de fútbol cuando 
comencé a expectorar sangre. En ese momento tuve que trasladarme a pie desde la cancha de la 
Armada del Cerro hasta el dique, que se encontraba a unos 200 metros. El enfermero de a bordo, el 
señor Azambuya —que luego actuó como testigo— me hizo acostar en la enfermería durante tres o 
cuatro días, porque no había médicos para atenderme. Cuando por fin llegó un médico me derivó al 
Hospital Militar para que me hicieran una radiografía, y hasta allí también tuve que trasladarme a pie 
desde el dique de la Armada hasta la terminal de ómnibus de la calle Grecia. Sin dudas, se trató de una 
verdadera tortura, ya que además tuve que volver a pie a la Escuela de Especialidades de la Armada. 
Esperé casi una semana por el resultado de las radiografías —también tuve que realizar todos los 
traslados a pie, ida y vuelta, con un solo pulmón sano— y posteriormente el médico de la Escuela de 
Especialidades de la Armada me dijo que tenía que ver a un especialista en el Hospital Militar. Cuando 
llegué a la sala n.* 10 el médico que me atendió no miró la radiografía, sino que simplemente la apartó, 
luego de lo cual llamó a la nurse para que me consiguiera una cama. En aquel momento tenía un 
agujero de 3 centímetros en uno de mis pulmones. Estuve cuatro meses internado y me dieron una 
orden de prealta para volver al destructor Uruguay, en el que hoy no aparece toda esta información, por 
lo que la Armada no sabe que yo fui tripulante en ese buque, lo que me parece realmente vergonzoso. 


Después de enfrentarme a esa situación, hice un informe contra los médicos y por esa razón 
el segundo jefe de sanidad de la Armada, el torturador Rinaldi, pretendió echarme del barco. El capitán 
Hugo Capó, de aquella época, le dijo que no iba a despedirme, que yo me había enfermado estando a 
bordo y que allí iba a permanecer. Esa persona se va, vuelve al otro día, y le dice al capitán Capó: 
«Tiene que entregarme a Julio Ramírez porque no puede tener a un enfermo bacilar a bordo». 
Entonces, el capitán no tuvo más remedio que entregarme. 


Estoy unos quince días en el Sersa —Servicio de Sanidad de la Armada— y a mis espaldas —o 
sea, me entero después de que me dieron la baja—- me habían hecho un consejo de disciplina. Creo 
que en ese consejo, para darme la baja ya me aplicaron tremendas sanciones de hasta noventa días 
que yo había tenido en la fragata Montevideo en la PF1. También lo cito en este escrito. 


Bueno, y así fue. Me dan la baja y yo ni siquiera podía caminar, tenía que hacer quietud total 
en mi casa. Piden gente en Bomberos y, como yo necesitaba trabajar, accedo a ese pedido e ingreso, 
pero no hablo de mi situación de salud. Estoy ahí alrededor de una semana, nos preparan y nos 
mandan a hacer gimnasia, y entonces no tuve más remedio que decir cuál era mi situación porque yo 
estaba tomando treinta y tres comprimidos y una Estreptomicina por día. Eso tuve que hacerlo durante 
dos años. 


Se armó ahí un grave problema. Empezaron a interrogarme dónde vivía y varias cosas más y 
no podían creer que yo estuviera viviendo en una pieza de 1,20 por 1,50. Con amenazas me llevaron a 
hacer una inspección, de la que tengo una copia. Como consecuencia de eso me llevan al hospital 
Militar y hablan con el neumólogo. Entre el médico de Bomberos y el médico del hospital resuelven 
mandarme al hospital en Cerrillos a terminar los dos años —yo llevaba más o menos unos seis meses 
de curación y una vez completados me devuelven a Bomberos. Lógicamente, la venganza fue total: a 
la calle, porque no consideraban que hubiera volteado al servicio de sanidad de la Policía. O sea, mi 
estado clínico era muy feo y entonces que se le metiera una persona de esa forma lo consideraban 
grave para ellos. 


Y bueno, desde esa situación estuve trabajando como maquinista en barcos mercantes 
pesqueros. En 2004 tuve que irme a España por la situación que vivía el país, pero en el 2013 tuve que 
volver porque había seis millones de desocupados; ahora la situación ha mejorado un poquito. 


Mi salud ha empeorado porque ahora tengo artrosis en la columna y hace un año me 
operaron de la cadera en donde también tengo artrosis. Con $ 12.000 es imposible sobrevivir en este 
país. Entonces, estoy pidiendo a todos ustedes que, por favor, puedan convencer a Miguel Toma, 
secretario de la Presidencia de la República, para que nos dé la solución que nos prometió hace 
cuatros años y medio. Luego, él trasladó este trabajo al director general Diego Pastorín, con quien 
mantuvimos un par de reuniones en la Casa de Gobierno. Le expliqué cómo se estaba dando nuestra 
situación en el Ministerio de Defensa Nacional, de donde fuimos expulsados y también nuestra 
abogada. ¿Por qué? Porque le pregunté a Roberto Caballero —secretario del Ñato Huidobro— por qué 
no se le tomaban declaraciones al «cura» Lazalde —que no era cura, pero así lo llamaban- quien fue 
torturado en el cuartel de Treinta y Tres. Prácticamente lo dejaron muerto; el sargento Juan Carlos De 
los Santos junto con el enfermero fueron quienes lo recuperaron y salvaron la vida. Por su parte, el 
sargento De los Santos resulta preso, destituido y echado del liceo de Treinta y Tres, en donde daba 
clases; al final, murió con hemiplejia. El Ministerio de Defensa Nacional tiene varios documentos 
relativos a la situación que él atravesó, incluso estuvo postrado en una cama. Entonces, fuimos 
expulsados por exigir que se le tomara declaración a Lazalde. Creo firmemente que a consecuencia 
de esto se le tomó declaración a Lazalde, y pienso que él no declaró diez puntos, sino veinte, a favor 
del sargento; pero esto tampoco se repara. Existe una total venganza en nuestra contra, no a nivel 
personal, sino contra todos los que fuimos militares, o casi todos, porque si estabas fichado en la 
izquierda regía la Ley n.* 17449, con un 20 % de reintegros. En ese momento, ya existía la Ley n.? 
16440 que expresa: «política, ideológica o de mera arbitrariedad». Mi caso parece que no es arbitrario 
y tampoco se me repara. ¡Vaya, si no es arbitrario un agujero de tres centímetros y pasar por las que 
pasé, entonces, no sé cómo llamarle a mi situación! 


Por lo tanto, esta es una venganza contra nosotros. 


Estoy atravesando una serie de problemas, incluso tengo una hija que le falta un año para 
recibirse de médica y no la puedo asistir económicamente; es una violencia tremenda para mí. A mi hijo 
más chico, que estudia ingeniería, con un ingreso de $12.000 tampoco lo puedo asistir. Entonces, este 
es el último intento que hago a nivel administrativo ya que me están empujando a un lugar incierto. 


Esto es todo lo que quería decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el documento que nos fue enviado están resumidas estas intervenciones e 
ilustrados los casos particulares. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Señor presidente: el señor Martínez también fue solicitado por el juez Baltasar 
Garzón, de España. 


SEÑOR GAMA.- Señor presidente: yo estoy en situación de reforma. Todo comenzó cuando era el 
director del penal de Libertad. En ese momento tuve unas causas reales, como en las guerras, a las 
que atribuyo el porqué de mi situación. La causa aparente es que mi primera esposa, que estaba 
psiquicamente mal, se había internado en el hospital Militar y se retiró diciendo que yo la quería 
asesinar. Entonces, tuve que separarme y estaba en trámite de divorcio. Ella se presentó a mis 
superiores y me pidieron tribunal de honor porque ella aducía que la había dejado abandonada. 
Presuntamente por eso se me pasaba a tribunal de honor. Era un problema privado, de divorcio; estaba 
todo encaminado y había leyes para solucionarlo. Las causas aparentes, que son las reales, son las 
siguientes. En el año 1983 me llaman, en abril o mayo, y me dicen que iban a retirar del penal de 
Libertad a cuatro ciudadanos que estaban procesados para llevarlos a Fray Bentos, con el fin de 
tomarles redeclaraciones. Me lo pedía directamente el subdirector de la división de Ejército 3, que 


estaba en Paso de los Toros; el general Medina era el jefe de la división. De parte de él se me pedía 
que le enviara esos presos para reinterrogarlos. Por más que fuera un funcionario y el director del 
penal, considero que los presos no son míos. Entonces, le dije que se lo pidiera al Supremo Tribunal 
Militar, que estaba a cargo de los presos. En ese entonces el coronel Silva Ledesma era el presidente 
del tribunal. Después, de noche, el general Medina llamó a mi casa y me indicó que le tenía que 
mandar los presos, y le dije: «Mire, no son míos. Pídaselos al coronel Silva Ledesma», y cortó la 
llamada. Esa es la causa real. 


Después estuvo el caso del doctor Roslik, quien fue interrogado, y como no estaban los otros, 
aparentemente se les pasó la mano en el interrogatorio y se murió. Todo eso trajo un revuelo y se me 
acusaba de que era porque yo no había dado los presos. Esa es la causa. Después de eso me pidieron 
un tribunal de honor por haberme separado de mi esposa y divorciado. Tenía mis razones personales. 


El tribunal de honor, cuando suponía que me iba a absolver, me informó que me pasaba a 
reforma. Pedí explicaciones y me dijeron que me retirara; que no había ninguna explicación y que me 
fuera. Después reclamé. El comandante en jefe de aquel entonces, general Medina, me dijo que no 
tenía ninguna posibilidad de rever un fallo de un tribunal de honor. Hablé con el entonces ministro de 
Defensa Nacional, doctor Chiarino Milans, quien me dijo: «Mi coronel, su expediente nunca va a salir 
de mi cajón; se trata de una injusticia». Dos años después y pidiéndolo semanalmente el 
excomandante en jefe y, posteriormente, ministro de Defensa Nacional, general Medina, me pasaron 
en el año 1987 a situación de reforma de acuerdo al fallo del Tribunal de Honor. Lo firmó el presidente 
Sanguinetti, que era concuñado del general Medina. 


He reclamado en todos los Gobiernos. En dos oportunidades lo reclamé al Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. La primera vez porque el abogado que me representaba tuvo cáncer y no 
presentó el resumen; dijeron que no estaba interesado y me lo rechazaron. La segunda vez lo 
rechazaron porque ya había sido considerado. Incluso, el resultado me lo firma el presidente Vázquez. 
Antes, el vicepresidente Nin Novoa me había dicho que las causas que alegaba no eran reales, y que 
había sido pasado al tribunal de honor por problemas económicos y matrimoniales, cosa que no 
correspondía. 


Como dijo el compañero Ramírez, me dijeron que en la ley que se había creado para 
reparación, en donde se incluían 21 personas pertenecientes al Frente Amplio, yo no estaba incluido 
porque mi fallo había sido homologado por el Poder Ejecutivo en julio de 1987, por lo que estaba fuera 
del plazo legal, cuando en realidad me había pasado al Tribunal de Honor en 1983. Eso fue parte 
también de la segunda reclamación ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, quien resolvió 
mantener lo anterior. 


En este momento voy a presentar una inconstitucionalidad porque la ley que se me aplica del 
Tribunal de Honor es del año 1974, del Consejo de Estado, y cuando en el año 1985 se volvió al 
régimen democrático, se consideró que era un decreto-ley y que se mantenía solo para algunos casos. 


Al respecto, hace unos 5 o 6 años hablé con el entonces senador Santoro en la Comisión de 
Defensa Nacional, quien me dijo que jamás me iban a contemplar porque estaba incluido en un 
acuerdo político del año 1992 en el Gobierno del presidente Lacalle. Se hizo un acuerdo entre todos los 
partidos para que todos los que habían sido sancionados por tribunales de honor no iban a ser 
reconsiderados, por lo que iba a morir en reforma. Me quitó las ganas en ese momento, aunque se 
tratara de un correligionario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los demás miembros de la comisión no tienen comentarios, vamos a tomar 
todos los antecedentes a fin de comunicarnos con el ministro Bayardi para que nos brinde información. 


SEÑOR ACUÑA.- Si el señor presidente me permite, quisiera decir que soy hijo de un militar retirado — 
mi papá era sargento— que fue asesinado en el año 1975. En ese entonces, yo tenía dieciocho años, 
estaba en la escuela militar de Toledo y me empecé a sentir mal, así que me fui a Brasil. Allá empecé a 
trabajar, pero un día me llamaron del consulado para decirme que me tenía que ir, que mi cabeza no 
valía dos pesos porque me estaba buscando el Escuadrón de la Muerte y me iban a matar. Así fue que 
opté por volver e ingresé en la compañía de servicios de la escuela militar, donde estuve dos años 
hasta que surgió un problema y me dieron de baja. 


Más adelante, el señor ministro Medina, que era jefe de la División de Ejército 11l, me mandó 
llamar para decirme: «¡No, Acuña, tu papá era de mis tiempos!». El me hizo reintegrar a las Fuerzas 


Armadas e ingresar en el hospital militar. Yo ya tenía un oficio —era sanitario—- y pude trabajar en los 
talleres desde 1985 hasta 1989, pero cuando el general Daniel García me vio, me dijo: «¡Milico 
tupamaro y comunista no quiero en mis filas!». Aclaro que siempre fui un militar de izquierda; ¡nunca fui 
de derecha! En definitiva, el hombre me pasó a noventa días de calabozo y me dio de baja sin opción a 
nada, solamente por ser un militar de izquierda. 


Es algo que siempre reclamé y estos son los últimos pasos que vamos a dar; si no 
encontramos una solución, en enero pienso ir a las Naciones Unidas. El último trámite que hicimos fue 
llegar hasta la caja militar, por orden de Miguel Ángel Toma, pero cuando ya habían estudiado mi retiro 
y estaba por firmar, quedó en nada porque llegó una contraorden desde la vicepresidencia del Palacio 
Legislativo y de la Torre Ejecutiva. ¡Tengo todos los papeles! Lo cierto es que quedamos en nada. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Señor presidente: deseo aclarar que la viuda del sargento De los Santos, señora 
Sonia Piedra, no pudo venir por razones de salud. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, pero nos quedamos con los casos concretos que han 
mencionado ustedes. 


Si les parece bien, vamos a remitir la versión taquigráfica de esta sesión al Ministerio de 
Defensa Nacional con los documentos que nos han dejado y le vamos a solicitar al señor ministro que 
a la brevedad nos informe sobre estos casos. 


Muchas gracias. 
(Se retira de sala el grupo de militares destituidos por la dictadura). 


—Corresponde ahora continuar con el análisis del segundo punto del orden del día, que tiene 
que ver con el proyecto de ley del Código Aeronáutico. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Antes del comienzo de la sesión hablé con el presidente. Quiero decir 
que he examinado el tema. 


Los otros días no pude venir a la sesión y, por razones médicas, tuve que pedir dos días de 
licencia; sin embargo, mandé una nota —con fecha del día anterior para no alterar la suplencia— en la 
que se adjuntaban los artículos 156, 157 y 169 donde se introducen nuevos valores y una planilla. 


Quería comentar que en oportunidad en que nos visitó el ministro Bayardi y el subsecretario 
Berterreche junto con autoridades de la Dinacia hablamos de los artículos 156 y 157, del límite de 
responsabilidad por los pasajeros y por el equipaje y cosas. La comisión me encomendó tener un 
diálogo con el delegado de las autoridades aeronáuticas, el teniente coronel Raúl García y ahora se 
nos manda un nuevo artículo del que no se habló en comisión que es el 169. Coincido con el nuevo 
agregado porque en el nuevo artículo 169 hay una valoración a más del tema de los seguros por 
responsabilidad. De todos modos, creo que para la próxima sesión habría que invitar a alguna 
autoridad de la Dinacia para que formalmente nos aclare el tema y no sea yo el mensajero de esta 
modificación que tiene que ver con los valores del artículo 169. Como dije, se debería hacer el 
intercambio correspondiente con la Dinacia en la comisión. 


Entiendo que habría que aprobar este proyecto de ley, aunque los miembros de la comisión 
deberían contar con la explicación de la Dinacia que es la institución habilitada y quienes nos visitaron 
hace dos semanas; serían el respaldo técnico en el cambio en los valores. 


Los valores del nuevo artículo 169 se fundamentan en el convenio sobre indemnización por 
daños causados a terceros por aeronaves. Los señores senadores recordarán que la ley de 1993 
derogó el artículo 169. Por eso, este nuevo proyecto de ley, en su artículo 1.*, deroga el artículo 2.* de 
la Ley n.* 16403 de agosto de 1993. Luego, en el artículo segundo, se sustituye una serie de artículos, 
entre los cuales se encuentra el 169. 


En el artículo 152 se habían modificado las unidades indexadas pasando de 400.000 a 
680.000, pero en lo que respecta al artículo 169 no fue acordado en la comisión. Por lo tanto, se 
debería convocar a la Dinacia como garantía para la comisión, para nuestro trabajo parlamentario y 
para lo que luego vayamos a verter en sala porque este no es un tema sencillo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los senadores están de acuerdo la secretaría se comunicaría con el 
ministerio para invitar a la Dinacia y en la próxima sesión lo consideraríamos. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Yo ya tengo un informe y solo me estaría faltando la última parte de la 
planilla. Tengo la concepción de lo que se persigue y me tomé el trabajo de hablar con especialistas en 
seguros. Estoy convencido de que es un proyecto de ley que pone las cosas en su lugar. Todas las 
administraciones desde 1994 en adelante, no diré que actuaron de forma irregular —la resolución del 
gobierno del doctor Lacalle estaba pensada para que hubiera una comisión que redactara un nuevo 
proyecto—, pero sí a la uruguaya y recién se dio ahora. Creo que con esto volveríamos al espíritu del 
código aeronáutico de 1974. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Además, mandaría a las autoridades la intervención del senador Martínez 
Huelmo para que se sepa bien qué es lo que estamos esperando. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 14:49). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


